
8. A LA DIRECCIÓN GENERAL DE LA POLICÍA 
8.1. Que en los procedimientos de denegación de entrada, las 
impresiones recogidas por los funcionarios policiales situados en 
los filtros de control de acceso al territorio nacional, se recojan 
en un documento que quede integrado desde el primer momento 
en el expediente administrativo. 
8.2. Que en los procedimientos de denegación de entrada, se 
considere como momento de inicio del procedimiento aquel en el 
que el funcionario policial impide el acceso a territorio nacional 
del ciudadano extranjero, procediéndose de manera inmediata a 
la instrucción de derechos y, en especial, al derecho de asistencia 
letrada. 
8.3. Que en los procedimientos de denegación de entrada no se limite 
el acceso del letrado y su relación con el asistido, desde el 
momento mismo en el que éste solicita contar con abogado. Para 
ello la solicitud de abogado deberá comunicarse al órgano 
competente con carácter inmediato. Por otra parte en todos los 
puestos fronterizos deberán estar habilitados espacios que 
permitan la comunicación reservada entre los letrados y sus 
asistidos. 
8.4. Que se cursen instrucciones a los puestos fronterizos para que 
en los procedimientos de denegación de entrada se facilite el 
acceso de los letrados a los documentos y la obtención de copia 
de los mismos, luego que conste su designación. 
8.5. Que en la entrevista entre el instructor y el ciudadano extranjero 
que viene desarrollándose en el marco del procedimiento de 
denegación de entrada no se impida al letrado formular cuantas 
preguntas u observaciones desee efectuar en el ejercicio del 
derecho de defensa, recogiéndose todas ellas en el acta 
correspondiente. 
8.6. Que en los procedimientos de devolución se practique una 
comparencia como modalidad práctica del derecho de audiencia 
más idónea para este caso. En esta comparencia debe permitirse 
la presencia y participación del letrado que asista jurídicamente 
al extranjero en los términos más amplios. 
8.7. Que al asumir el Cuerpo Nacional de Policía la custodia de un 
ciudadano trasferida por otra fuerza de seguridad para el 
seguimiento de actuaciones en materia de extranjería, se 
requiera a dicha fuerza información exacta del momento en que 
se produjo la detención y, si esta no es inmediata a la entrega, la 



correspondiente diligencia de información de derechos 
debidamente cumplimentada. En todo caso deberá comenzarse a 
computar desde el momento en que el interesado quedó privado 
 
de libertad el plazo de duración máxima de la medida de 
detención que pueda acordarse. 
8.8. Que cuando se proceda a la notificación de la incoación de 
procedimientos de expulsión a personas que se encuentren 
privadas de libertad por cualquier causa distinta de la detención, 
se adopte el criterio de practicar dicha notificación en presencia 
letrada. 
8.9. Que cuando el interesado haga uso de la posibilidad de conferir 
su representación para un procedimiento administrativo se 
respete esa decisión, notificando todos los trámites en cualquier 
caso a su representante. Sin perjuicio de ello, cuando el 
interesado se encuentre privado de libertad en una dependencia 
de esa Dirección General deberá también notificársele a éste la 
resolución final que se adopte con la mayor brevedad posible. 
8.10. Que se dicten instrucciones para que cuando un letrado deba 
asistir a un ciudadano extranjero para el que se solicita el 
internamiento, a efectos de asegurar la ejecución forzosa, de una 
resolución de expulsión, conforme al artículo 64.1 de la Ley de 
extranjería, se le facilite con la mayor urgencia por los servicios 
policiales los datos del expediente y el nombre del letrado que 
efectuó la asistencia jurídica durante la tramitación del 
correspondiente expediente. 
8.11. Que se dicten instrucciones a todos los servicios periféricos para 
que cuando procedan a la conducción de un ciudadano 
extranjero a un centro de internamiento, acompañen con la 
documentación que se remite la identidad del letrado que los 
asistió a efectos de identificación y para facilitar las 
comunicaciones y contactos. Recibida esa información no deberá 
 
exigirse a los letrados volante colegial de designación para el 
acceso al centro. 
Asimismo los centros deben estar en disposición de 
informar a los letrados, incluso por vía telefónica siempre que se 
advere su identidad, sobre las previsiones de expulsión si estos lo 
solicitan. 
8.12. Que se remitan instrucciones a los todos los puestos fronterizos 



para que en los casos en los que ciudadanos extranjeros hayan 
comunicado su intención de formular una solicitud de asilo, se 
permita el libre paso de los letrados encargados de asistirlos, y el 
contacto reservado con sus asistidos, incluso con anterioridad al 
momento en el que se realice la entrevista en la que quede 
formalizada la solicitud de asilo. 
8.13. Que se dicten las instrucciones oportunas para que se facilite el 
acceso regular a los centros de internamiento o detención de 
extranjeros a los abogados de las organizaciones no 
gubernamentales que trabajan a la protección de los refugiados, 
con objeto de que faciliten orientación jurídica a las personas que 
puedan presentar necesidad de protección. 
8.14. Que respecto de los servicios de interpretación se adopten las 
siguientes medidas: 
- Que se giren instrucciones a los servicios periféricos para que 
los intérpretes que prestan su servicio en las dependencias en 
las que se encuentran ciudadanos extranjeros en situación de 
privación de libertad, auxilien a los letrados que deben 
asistirlos. 
 
- Que se estudie la viabilidad de establecer sistema de 
interpretación a través de comunicación telefónica o 
telemática que amplíe el abanico de idiomas y pueda ser 
empleado en los centros policiales que deban custodiar a 
ciudadanos extranjeros. 
- Que para preservar el carácter instrumental y la neutralidad 
que resulta exigible a quienes desarrollan funciones de 
interpretación, debe evitarse que los intérpretes desarrollen 
funciones ajenas a su cometido profesional, tales como la 
identificación de la zona de origen. 
- Que en el caso de que un letrado desee entrevistarse con su 
asistido y no pueda proporcionársele un medio de 
interpretación, deberá autorizarse el acceso de la persona que 
acompañe al letrado para realizar tal función o permitirse el 
empleo de los medios necesarios para establecer la 
comunicación pertinente a los efectos indicados. 
9. A LA DIRECCIÓN GENERAL DE POLÍTICA INTERIOR 
9.1. Que a las personas que expresen su intención de solicitar asilo, 
con carácter previo a la cumplimentación del correspondiente 
formulario se les facilite una información completa, clara, 



exhaustiva y elaborada con un lenguaje y metodología que 
faciliten la comprensión de la naturaleza y de las consecuencias 
jurídicas que se derivan de tal solicitud. 
9.2. Que en tanto subsista el sistema dual de asistencia jurídica 
sostenida con fondos públicos que actualmente se da en materia 
de asilo, se indique a los servicios de los puestos fronterizos en 
cuyo territorio además de los servicios colegiales tengan 
 
presencia organizaciones no gubernamentales especializadas en 
la materia que en la diligencia de información de derechos deben 
distinguir ambas opciones, a fin de que el solicitante decida con 
libertad a qué entidad encomendar su asistencia jurídica. 
9.3. Que se dicten las instrucciones precisas a los servicios 
encargados de atender las dependencias que pueden recibir 
solicitudes de asilo en territorio para que, con carácter general, 
se oriente a las personas que demanden información sobre la 
conveniencia de acudir previamente a los servicios jurídicos 
colegiales o de una organización no gubernamental. 
9.4. Que se dicten instrucciones a los servicios encargados de 
atender las dependencias que pueden recibir solicitudes de asilo 
en territorio para que en los casos que no haya existido contacto 
entre el letrado y su asistido, se facilite la celebración de una 
entrevista entre ambos, con carácter previo a la formalización de 
la solicitud. 
9.5. Que se desarrolle la posibilidad de acceso informático a los 
expedientes que tramita la Oficina de Asilo y Refugio para que 
letrados que asisten a los solicitantes puedan conocer, sin 
merma de seguridad y de la confidencialidad, el contenido y 
estado de los expedientes en los que estén personados sin 
necesidad de desplazarse a las dependencias administrativas. 
9.6. Que, con objeto de facilitar la asistencia jurídica de los 
solicitantes de asilo, se profundice en la política de 
desconcentrar los lugares de celebración de las entrevistas a los 
solicitantes de asilo admitidos a trámite. 
9.7. Que se inicie un debate para propiciar la reforma de la asistencia 
letrada en materia de asilo, en los términos señalados en la 
conclusión 6.11. del presente informe. 
 


